
En la imagen de archivo, una concentración tras el asesinato de una mujer a manos de su pareja. 

Diez años después de la entrada en vigor 
de la Ley Integral de Violencia de 
Género, su aplicación ofrece una 
panorámica de claroscuros 

2 Un reportaje de Nekane Lauzirika  f Fotografía Zigor Alkorta 

Diez años de la 
Ley de Violencia 
de Género  
Y ahora... 
¿qué?
D

iez años de aplicación de 
esta ley positiva permiten 
confirmar lo que era bien 

sabido, que posturas y tradiciones tan 
arraigadas en nuestra sociedad como 
la discriminación hacia la mujer y su 
manifestación más drástica en forma 
de violencia (física o psíquica) no se 
consiguen erradicar de la noche a la 
mañana con un cambio legislativo, 
sino que es necesario tiempo y una 
gran dosis de pedagogía social. En este 
camino el implicar a todas las partes 
está siendo el mayor reto para que la 
Ley Integral contra la Violencia de 
Género tenga su plena eficacia. 

Cada día resulta más difícil encon-
trar a alguien que defienda la violen-
cia física explícita contra las mujeres, 
pero se sigue practicando porque hay 
denuncias y constataciones; más difu-
sa pero no menos presente es la vio-
lencia indirecta, psíquica, de presión 
laboral o social o de cualquier otro 
tipo que de una u otra manera vulne-
ra la igualdad de hombres y mujeres. 

“Ha habido avances, pero también 
muchas trabas e incumplimientos, 
sobre todo, en la implementación de 
la norma. Es esencial que la denuncia 
de violencia contra las mujeres se ins-
tale en la lógica de los derechos y se 
aleje cuanto antes de una asistencia 
social muy poco emancipadora”, reco-
noce a este periódico la abogada e 
investigadora especializada María 
Naredo, que además de haber traba-
jado como defensora de mujeres víc-
timas de esta violencia, ha desarrolla-
do varias investigaciones sobre la res-
puesta institucional ante la violencia 
de género y es miembro de la Asocia-
ción pro derechos humanos del País 
Vasco, Argituz. 

El principal defecto de la ley es que, 
a pesar de su nombre, tiene cierta 
vocación de parcialidad, ya que solo 
aborda la violencia de género en las 
relaciones íntimas. “Sin embargo, 
reconoció por vez primera que las 

mujeres no somos un colectivo homo-
géneo y que el género se entrecruza 
con otros factores, como la extranje-
ría y la discapacidad, planteando el 
compromiso institucional de consi-
derar de manera especial las necesi-
dades de determinados colectivos de 
mujeres. Además consagra un prin-
cipio de no discriminación en el acce-
so a los derechos cuyo objetivo debe-
ría ser paliar la exclusión precedente 
de determinados perfiles de mujeres 
a los recursos especializados. Pero, 
como suele ocurrir en este mundo, el 
avance en el campo legal no se ha tra-
ducido suficientemente en el plano de 
la realidad práctica”, dice Naredo.  

“Sigue habiendo mujeres a las que 
se excluye de los servicios especiali-
zados y tampoco reciben una alterna-
tiva de calidad. Mujeres con depen-
dencias, con enfermedades mentales 
o que ejercen la prostitución ven difi-
cultado su acceso a centros de larga 
estancia para víctimas de violencia de 
género. Asimismo, los colectivos que 
precisan especial atención continúan 
enfrentándose a obstáculos añadidos 
y barreras para escapar de la violen-
cia de género”. Una opinión compar-
tida por la exvicedecana del Colegio 
de Abogados de Bizkaia, Juana Bal-
maseda, representante del Consejo 
Vasco de la Abogacía en la Comisión 
Interinstitucional para la mejora en 
la atención a mujeres víctimas de mal-
trato en el ámbito doméstico y de vio-
lencia de género, coordinado por 
Emakunde. 

ESFUERZO INSTITUCIONAL Ambas abo-
gadas aseguran que las instituciones 
encargadas de desarrollar la ley debe-
rían hacer un esfuerzo mucho mayor 
para eliminar estas discriminaciones 
y adecuar los recursos a las necesida-
des de las víctimas y no a la inversa. 
En el aspecto judicial, más allá de los 
recortes presupuestarios desde el año 
2009, reconocen que han aflorado 
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EN DEBATE 

“El principal defecto de 
la ley es que solo aborda 
la violencia de género en 
las relaciones íntimas ” 

MARÍA NAREDO 
Investigadora en cuestiones de género 
 

“La norma  cumple con la 
obligación que tienen los 
poderes públicos para 
evitar la discriminación” 

ITZIAR FERNÁNDEZ 
Ex secretaria general de Emakunde 
 

 
 
 

“Todas las personas 
aplicadoras de la ley 
debemos asumir lo que 
significa esta violencia” 

JUANA BALMASEDA 
Exvicedecana de los abogados vizcainos

prejuicios y trabas ya superadas como 
la cuestión de las denuncias falsas. 
“Este falso mito –los datos del CGPJ 
así lo aseguran– acompaña a la ley y 
está perjudicando mucho a las muje-
res en la obtención de justicia y pro-
tección”, apunta Balmaseda. “No se ha 
entendido que esta ley no es ningún 
regalo a nadie, ni ningún menoscabo 
para los hombres. Simplemente es 
cumplir con la obligación que tienen 
los poderes públicos de eliminar obs-
táculos que bloquean la igualdad de 
género”, apostilla la abogada Itziar 
Fernández, exsecretaria general de 
Emakunde. 

Solamente el 25% de las mujeres que 
sufren maltrato denuncian su situa-
ción. “Seguimos en esa cifra oscura 
del 75% que no denuncia; los falsos 
mitos han lastrado algo que era super-
novedoso, como eran los juzgados y 
las fiscalías especializadas que supo-
nían un avance en ese difícil camino 
de la víctima para obtener justicia y 
protección”, sostiene la investigadora 
de Amnistía Internacional, quien cri-
tica que la ley pusiera como condición 
para acceder a sus beneficios la orden 
de protección para determinados 
hechos. “Creo que eso tampoco ha 
sido una ayuda porque una orden de 
protección al final no la perciben ni 
el 5% de las maltratadas. Si condicio-
nas la vivienda protegida y todas las 
cuestiones del empleo y apoyos a la 
orden de protección, al final estás ofre-
ciendo y garantizando esos derechos 
a poquitas mujeres”. 

LA ACTITUD DE LAS VÍCTIMAS Mientras 
las denuncias falsas son prácticamen-
te inexistentes, se han incrementado 
los sobreseimientos de manera expo-
nencial, en un 150% entre 2005, año 
en que se crean los juzgados específi-
cos, y 2012. “El poner en tela de juicio 
los testimonios de las víctimas ha pro-
vocado que las denuncias no dejen de 
descender. Además, la mayoría de las 
maltratadas renuncian a la indemni-
zación que les corresponde como a 
toda víctima de un delito. ¿Por qué? 
Porque interpretan falsamente que si 
renuncia a ella su relato es más fide-
digno, más fiable. Es grave más allá 
de que se pague a las mujeres, porque 
pervierte lo que es el objetivo de la ley”, 
dice María Naredo. “Y eso que las 
mujeres se empobrecen de una mane-
ra impresionante cuando salen de la 
violencia; por eso es importante que 
la ley les garantice, al margen de lo 
que diga una sentencia, una compen-
sación por determinadas secuelas”, 
apostilla. 

En estos diez años de Ley Integral 
ha habido indiscutibles avances, en lo 
social, en el imaginario colectivo sobre 
el maltrato contra las mujeres. “Con 
sus claroscuros, la norma puso el 
acento en que la violencia de género 
es la conclusión de la discriminación 
histórica que ha habido y hay contra 
las mujeres y se enmarca en esa lucha 
contra esta lacra social”, añade Itziar 
Fernández, que como aspecto a revi-
sar cita la sobreprotección de las pro-
pias mujeres, “que lleva en ocasiones 
al desempoderamiento”, añade la 
exsecretaria general de Emakunde. 

Hay mujeres que acuden a decir que 
están siendo maltratadas, pero luego 
no siguen el itinerario, bien porque 
no se les deja, o porque se les deniega 
la orden de protección ya que, según 
las expertas, cada vez son más los jue-
ces que lo hacen. “Muchas mujeres se 
retiran del camino ellas mismas en 
muchos casos por frustración, por-
que no lo tienen claro, porque están 
amenazadas o por un momento de 
confusión emocional. Son víctimas 
que están en riesgo y a pesar de ello 
se retiran de la ruta de acceso a la pro-
tección y a la justicia, pero ya ha habi-
do una voz de alerta que dice que esa 
mujer ha sufrido o ha podido sufrir 
maltrato”, subraya Naredo, para quien 
“la denuncia no puede ser nunca la 
llave de las víctimas para el acceso a 
los recursos y servicios; estos diez 
años de la ley nos indican que hay que 
replantear el enfoque desde el cual se 
entiende la violencia contra las muje-
res y la forma de intervenir con las víc-
timas”, añade la integrante de Argi-
tuz. 

La representante del Consejo Vasco 
de la Abogacía en la Comisión Inter-
disciplinar considera que hay bastan-
tes aspectos de la ley que precisan ser 
revisados. “En primer lugar diría que 

todos los aplicadores de la ley tene-
mos que asumir lo que significa todo 
esto: debemos tenerlo claro, algo que 
pienso que aún no se ha conseguido. 
No se trata de aplicar las cosas auto-
máticamente, no”, explica Juana Bal-
maseda, quien considera que “a la 
norma se le dio mucho bombo y pla-
tillo y, sin embargo, luego en los juz-
gados a los aplicadores del derecho, 
en bastantes ocasiones se les abando-
na a su suerte”. 

MAS JUZGADOS Y RECURSOS Para que 
las leyes sean efectivas deben estar 
dotadas de recursos económicos, “y 
no ha sido así; se precisan más jueces, 
más juzgados, más medios. Debe 
haber equipos de valoración. En 
Euskadi estamos algo mejor que en 
otras comunidades, pero falta mucho 
camino por recorrer; es cierto que se 
denuncian muchas conductas, pero 
todavía en todo el ámbito de lo que es 
la violencia habitual –esas mujeres 
que llevan muchos años de historias 
duras de maltrato largo y continua-
do, en lo físico y psíquico– no se ha 
denunciado, son asuntos muy difíci-
les de probar y de sacar adelante”, se 
lamenta Juana Balmaseda. “Ha aflo-
rado mucho el maltrato de pareja, 
pero posiblemente no el más grave”. 

La exvicedecana del Colegio de Abo-
gados de Bizkaia reconoce que han 
aumentado muchísimo las agresio-
nes sexuales, “delitos que no contem-
pla la Ley Integral que se ciñe al mal-
trato de la pareja. Se hizo esta opción 
legal porque era el fenómeno más 
preocupante y que pone más en ries-
go a las víctimas y crea alarma social, 
al tiempo que es más condenable; 
pero deja fuera otras violencias que 
se comenten contra las mujeres, que 
también son muy graves aunque no 
sean ejercidas por su pareja”. 

Considera Naredo que la cultura de 
los derechos tiene mucho que ver 
con el respaldo real que hay detrás 
del enunciado de cada una de las nor-
mas que los regulan. “No se puede 
animar a una mujer a denunciar y 
decirle que tiene una serie de dere-
chos, y que a la hora de la verdad le 
resulte complicado acceder a ellos. 
Porque esa mujer va a perder la con-
fianza en las instituciones y va a cre-
er que el Estado no tiene responsa-
bilidades al respecto. Es esencial que 
la violencia contra las mujeres se ins-
tale en la lógica de los derechos y se 
aleje cuanto antes de la asistencia 
social, muy poco emancipadora”, opi-
na en plena coincidencia con la exse-
cretaria de Emakunde. 

MÁS MEDIDAS En este sentido, las tres 
abogadas aseguran que para impul-
sar ese cambio hay que hacer especial 
hincapié desde las organizaciones 
sociales en la importancia de la pues-
ta en marcha de las medidas: que se 
dedique una inversión proporciona-
da a las necesidades que tratan de 
cubrir, y que los profesionales tengan 
una formación y perfil adecuados: “Es 
importantísimo que haya fiscalías 
exclusivamente dedicadas a esto, que 
haya turnos específicos de abogados, 
que las víctimas tengan un reconoci-
miento para poder ejercer mejor las 
acciones legales”. 

Balmaseda reconoce haber visto 
casos terribles sin denunciar: “Es un 
fenómeno muy complicado, porque 
se entra en el ámbito de lo psicológi-
co. Primero porque la víctima tiene 
miedo a denunciar, no solo por lo que 
su agresor le vaya a hacer, sino por-
que se expone a un riesgo para ella 
mayor que la venganza: la vergüenza. 
Si el maltrato es de larga duración tie-
ne unos efectos devastadores sobre 
ella, sobre sus estructuras emociona-
les, cognitivas y de todo tipo. El 
machaque es tan grande que la víc-
tima se queda anulada; esta violen-
cia es multicausal y multifactorial; 
está en todos los sectores profesiona-
les, en mujeres con responsabilidades 
sociales a las que les resulta aún más 
difícil salir de la espiral de violencia 
que a mujeres anónimas”, dice Bal-
maseda. 

Por eso, como apunta Itziar Fernán-
dez, hay que destinar más recursos 
para erradicar esta violencia. “Apos-
tar por la educación temprana; que 
desde pequeños se sea capaz de detec-
tar donde está la desigualdad”, sen-
tencia.  

Arduo trabajo. Y ahora... ¿qué? ●

275 denuncias de enero a marzo

Casi el 90% de los enjuiciados 
en Gipuzkoa por violencia de 
género han sido condenados 

el primer trimestre del año

DONOSTIA – Gipuzkoa registró 
entre enero y marzo 275 denun-
cias por violencia de género, según 
los datos facilitados por el Obser-
vatorio contra la Violencia Domés-
tica y de Género. Además, en ese 

periodo se enjuició a 39 hombres 
(y ninguna mujer), diez de ellos de 
origen extranjero, y de todos ellos 
casi el 90% fueron condenados. 

Los datos del primer trimestre 
del año referentes a Gipuzkoa 
constatan, además, que solo el 1,5% 
de las sentencias son absolutorias, 
aunque el 38,8% obtienen el sobre-
seimiento provisional (por no 
haber un autor conocido o por no 
verse justificada la perpetración 
del delito). Otro 36% de los casos 

se eleva a órganos judiciales supe-
riores. 

Los datos del observatorio indi-
can, de todos modos, que la Comu-
nidad Autónoma Vasca y Navarra 
son, junto con La Rioja, las comu-
nidades con una ratio más baja de 
mujeres que son víctimas de vio-
lencia de género: serían 8,38 de 
cada 10.000 mujeres. Los ratios de 
las denuncias son menores: en 
Gipuzkoa se presentan 4,6 por 
cada 10.000 mujeres. – N.G.
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